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Información del Ministerio de economía y competitividad del Gobierno de España para el informe de la Relatora especial sobre una vivienda adecuada

1. Medidas adoptadas para la prevención de los desahucios 
En estos tres últimos años se han adoptado medidas excepcionales para proteger, en particular, a las personas que como consecuencia de la crisis han dejado de poder atender el cumplimiento de las obligaciones derivadas de sus préstamos hipotecarios para la adquisición de su vivienda y se encuentran en situación de especial vulnerabilidad. 

Estas medidas se incluyen principalmente en:

• Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos. 

• Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre, de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios convertido, tras su tramitación como proyecto de ley, en la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social. 

El Real Decreto-ley 6/2012 estableció el contenido de un Código de Buenas Prácticas para deudores hipotecarios al que, voluntariamente, se pueden adherir las entidades de crédito. Una vez adheridas, las entidades tienen que aplicar obligatoriamente las previsiones del Código. Se han adherido al Código la práctica totalidad de las entidades financieras. 

El Código prevé tres fases de actuación. La primera, dirigida a procurar la reestructuración viable de la deuda hipotecaria. En segundo lugar, de no resultar suficiente la reestructuración anterior, las entidades podrán ofrecer a los deudores una quita sobre el conjunto de su deuda. Y, finalmente, si ninguna de las dos medidas anteriores logra reducir el esfuerzo hipotecario de los deudores estos podrán solicitar, y las entidades deberán aceptar, la dación en pago como medio liberatorio definitivo de la deuda. En este último supuesto, las familias podrán permanecer en su vivienda en régimen de alquiler durante de un plazo de dos años satisfaciendo una renta reducida. 

El Real Decreto-ley 1/2015 ha ampliado el ámbito subjetivo del Código de Buenas Prácticas permitiendo que un sector más amplio de la población se beneficie de la medida y pueda reestructurar sus deudas hipotecarias directamente con las entidades de crédito. Por otro lado, para ayudar a las familias en dificultades a hacer frente al pago de su hipoteca, se determina la inaplicación definitiva de las “cláusulas suelo” de aquellos deudores situados en el umbral de exclusión que las tuvieran incluidas en sus contratos. 

Por su parte, el RDL 27/2012 aprobó la suspensión inmediata y, en principio, por un plazo de dos años de los desahucios de las familias que se encuentren en situación de especial vulnerabilidad. Esta medida impide que las personas que se encuentran en situaciones de especial vulnerabilidad sean desalojadas de sus viviendas.

El plazo de dos años se ha prorrogado por un plazo adicional de otros dos años a través del Real Decreto-ley 1/2015. Esto es, la moratoria de los lanzamientos tendrá una duración de 4 años, asimismo se ha ampliado el colectivo que puede beneficiarse de esta medida. 

Adicionalmente, y para las personas que ya fueron desalojadas de su vivienda, se crea el Fondo Social de Vivienda. Este Fondo está compuesto por 6.000 viviendas aportadas por 33 entidades de crédito y que son asignadas a las familias que hayan sido desalojadas de su vivienda habitual como consecuencia del impago de una deuda hipotecaria y cumplan una serie de condiciones que recientemente se han ampliado para facilitar el acceso al Fondo de más personas. Recientemente se ha modificado el convenio por el que se crea el Fondo Social de Vivienda para prorrogar su existencia hasta 2016. 

El objeto central de todas estas actuaciones ha sido proteger a aquellas personas de buena fe a las que la crisis ha impedido seguir haciendo frente a sus deudas hipotecarias. Se trata de ofrecer soluciones para que no tengan que abandonar su casa o, si tuvieran que hacerlo, facilitarles el acceso a una nueva mediante el alquiler de viviendas del Fondo Social de Vivienda y reducir la deuda hipotecaria que todavía quedara pendiente. Estas medidas reequilibran las posiciones entre deudores y entidades financieras y protegen a los más débiles. 

2. Medidas adoptadas de reducción de la carga hipotecaria y de protección adicional de los deudores que se encuentran ya en el procedimiento de ejecución hipotecaria. 
Además de las medidas coyunturales descritas en el apartado precedente, se han adoptado diferentes medidas estructurales que se aplican a los préstamos hipotecarios. 

Con estas reformas se ha perseguido mantener un sistema hipotecario que ha permitido el acceso a la vivienda a una parte muy importante de la población y corregir aquellos aspectos más lesivos. 

Las medidas adoptadas se incluyen principalmente en la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social y son:

- Medidas para reducir la carga de la deuda hipotecaria: 
o Se reducen y limitan los intereses de demora (tres veces el interés legal del dinero) para evitar la rápida multiplicación de las deudas en caso de impago. 

o Los intereses de demora sólo se devengarán sobre el principal y no podrán sumarse al capital. 

Estas medidas reducirán la deuda significativamente una vez que se produzca el impago. 

- Modificaciones en el procedimiento de ejecución hipotecaria: 
o La tasación de la vivienda a efectos de la subasta no podrá ser inferior al 75% del valor de tasación en el momento de la escritura. Con este límite se establece un sistema eficaz de distribución de la carga (entre el banco y el deudor) en caso de disminución del valor de la garantía. Se evita así la adjudicación a precios muy bajos y se promueve que el deudor pueda amortizar mayor cantidad de deuda. 

o En caso de que la subasta quede desierta y la vivienda se la quede el banco, la vivienda se adjudicará por el 70% (en lugar del 60%) del valor por el que el bien hubiese salido a subasta, contribuyendo a que se satisfaga más deuda. 

o Se da un incentivo al poseedor de la vivienda que colabore para facilitar el mejor desarrollo de la subasta, autorizando, por ejemplo, la visita del inmueble. En estos casos se prevé la posibilidad de que el tribunal reduzca la deuda hipotecaria en hasta un 2% del valor de adjudicación. 

o Se limitan las costas del procedimiento al 5% de la cantidad que se reclame en la demanda ejecutiva. 

- Sistema objetivo de quitas si aún queda deuda pendiente tras la subasta de la vivienda: 
o La deuda remanente solo devengará el interés legal del dinero. 

o Si se paga en 5 años, la deuda se reducirá en un 35% y si se paga en 10 años, la reducción será del 20%. 
o Si se vende el inmueble dentro de los 10 años siguientes a la ejecución, la deuda pendiente se reducirá en el 50% de la plusvalía obtenida. 
o Si la cantidad obtenida en la subasta de la vivienda es insuficiente para pagar la deuda restante se establece una regla de imputación de pagos (1º, intereses remuneratorios; 2º, capital; 3º, intereses moratorios; 4º, costas judiciales) que permite reducir sustancialmente la carga del capital, que es el que genera los intereses e incrementa el importe final de la deuda. 

- Posibilidad de paralizar el procedimiento de ejecución si hubiera cláusulas abusivas: 
o Se permite alegar, como causa de oposición a la ejecución, la existencia de cláusulas en el préstamo hipotecario, que también se podrá apreciar de oficio por el juez, incorporando así a la normativa española la sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de caso Aziz. También el notario podrá advertir a las partes sobre cláusulas abusivas para que puedan acudir a los tribunales. 

o El auto que resuelva sobre la existencia de cláusulas abusivas podrá determinar: 1) la improcedencia de la ejecución, 2) que la ejecución continúe sin la aplicación de la cláusula o 3) que la cláusula no es abusiva y, por tanto, que continúe la ejecución. 

o El auto denegando la oposición a la ejecución podrá recurrirse en apelación. 

3. Establecimiento de un procedimiento de insolvencia para particulares 
Por último, se debe señalar que con la aprobación del Real Decreto-ley 1/2015, se introduce un mecanismo de segunda oportunidad para las personas físicas que permitirá que se vean liberadas de la deuda pendiente tras la liquidación de su patrimonio, sometiéndose a un plan de pagos de hasta cinco años para el pago de las deudas no exonerables. En el caso de deudas garantizadas mediante hipoteca, la parte de la deuda que no quede liquidada tras la ejecución de la garantía será exonerada.
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